Carátula 
(Ingresa a Sala la delegación de la Federación Uruguaya de la Salud) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al señor Secretario General de la Federación Uruguaya de la salud, a quien 
cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR BERMUDEZ.- Agradecemos en nombre de los trabajadores de la salud el habernos recibido en esta Comisión de forma 
tan diligente, como lo ha hecho cada vez que hemos necesitado una entrevista. 


En este caso hemos venido a informar sobre la situación del sector de la salud privada, particularmente en esta instancia en que la 
FUS está integrando la llamada Comisión Multisectorial que se creó por decreto del Poder Ejecutivo el 31 de enero del presente 
año. Cabe destacar que hace ya un mes y medio que estamos trabajando allí y parte de los cometidos de esta Comisión tienen que 
ver con el análisis de la situación crítica que está viviendo la salud privada a fin de encontrar posibles soluciones a los principales 
problemas que le aquejan. Además del Ministerio de Salud Pública, por parte del Poder Ejecutivo, participan en esta Comisión las 
Carteras de Economía y Finanzas y de Trabajo y Seguridad Social, la Federación Uruguaya de la Salud, algunos actores gremiales 
como el Sindicato Médico del Uruguay, las Sociedades Anestésico Quirúrgicas; por la parte empresarial, las tres Cámaras que 
agrupan a las empresas del sector, la Unión de la Mutualidad -compuesta por Casa de Galicia, La Asociación Española Primera de 
Socorros Mutuos, el Círculo Católico y el Hospital Evangélico- el Plenario de las Mutualistas que incluye a las otras instituciones de 
Montevideo, y la Federación Médica del Interior. También participan algunas instituciones de plaza que no están incorporadas a 
ninguna de las Cámaras -aunque la FUS ha solicitado que se incorporen- como por ejemplo Médica Uruguaya, COSEM -la 
institución de asistencia colectiva creada por el SEMM- y la actual COMUE -ex Uruguay España- es decir, Cooperativa Médica 
Uruguay España. Esta última empresa empezó a funcionar luego de lo que para nosotros fue el desastre de las mutualistas, su 
cierre, en diciembre de 1999, que costó la pérdida de más de 300 puestos de trabajo, casi ninguno de los cuales se ha recuperado 
hasta ahora. 


Hasta el momento esta Comisión ha elaborado un material cuya fotocopia vamos a entregar al señor Presidente, que lleva por título 
"Informe del Grupo de Trabajo Multisectorial. Propuesta de medidas inmediatas para superar la crisis mutual y mantener el empleo" 
y está fechado el día 20 de marzo de 2001. Se trata de un borrador sujeto a correcciones, dado que está prevista una nueva 
reunión de nuestra Comisión para el día de mañana. Este borrador contiene un resumen del trabajo efectuado en distintas áreas, 
que se ha analizado en esta Comisión, con propuestas de soluciones a los grandes problemas del sector. La Federación Uruguaya 
de la Salud ha planteado respuestas para cuatro o cinco grandes áreas, como por ejemplo el cambio imprescindible del modelo 
asistencial en el sector de la salud privada, donde se pretende un fuerte desarrollo de la atención primaria en salud, en la 
educación y en la prevención, como clara contraposición al actual modelo asistencialista que, además de no generar mecanismos 
para la prevención de enfermedades, aumenta los propios costos de la atención. En lo que hace a los insumos, se fueron 
agregando en el sector debido a la falta de políticas que los racionalicen por parte de las anteriores administraciones de Salud 
Pública. Además, se reconoció en el propio documento de la Comisión que uno de los principales problemas es la falta de 
planificación en las políticas de salud. Allí hablamos de lo que es la regulación de la incorporación de tecnologías, de lo que hace al 
tema de los gastos en medicamentos y, en este sentido, la FUS revive un viejo planteo en cuanto a la necesidad de la creación de 
un vademécum único. Eso es parte de la negociación con las empresas transnacionales de medicamentos, que son las que 
proveen los fármacos en plaza. Creemos que una renegociación con estas empresas generaría beneficios para la población y, de 
alguna manera, se bajarían costos dentro de la política de medicamentos. En el país no hay una política en ese sentido. 


Asimismo, se habló de algunas situaciones que afectan directamente al sector. Por ejemplo, entendemos que en este sector en 
crisis, que tiene una deuda global de U$S 130:000.000, mueve al año, sin embargo, alrededor de U$S 1.400:000.000, casi el 8% de 
lo que el Uruguay destina a la salud de su Producto Bruto Interno. En ese marco, tenemos una fuerte irracionalidad en el manejo de 
los recursos del sector. Por un lado, esa situación nos lleva a que hoy -en lo que hace directamente a la parte laboral- existan 6 
instituciones que atendiendo a casi a 82.000 personas, estén al borde del cierre. Esto significa la consiguiente amenaza de la 
pérdida de 8.000 puestos de trabajo, entre funcionarios médicos y no médicos. Asimismo, en el conjunto de las situaciones del 
sector, se dan atrasos en el pago de los salarios, no pago de distintos beneficios tales como el salario vacacional o aguinaldo, el 
envío a seguro de paro y, además, acuerdos de rebaja salarial como condición planteada por las instituciones para mantener los 
puestos de trabajo, todo producto de la crisis existente. Debemos recordar que además de esta cifra de la deuda, el déficit 
operativo mensual del sector se sitúa en torno al 8%, aunque en algunos casos alcanza el 14%. Por tanto, hay pasivos 
inmanejables. En ese marco, se plantean las discusiones en la Comisión Multisectorial con respecto al empleo. Entendemos que la 
defensa del empleo es el problema principal para los trabajadores del sector, aunque también aqueja a la población uruguaya en su 
conjunto. 


En esa Comisión hay un Capítulo que habla exclusivamente sobre las medidas inmediatas a tomar para fortalecer al mutualismo. 
Recordamos que Salud Pública se plantea la posibilidad de obtener préstamos del BID entre los meses de junio, julio y agosto para 
fortalecer al sector. 


Mientras tanto, ante el inminente cierre de instituciones, la FUS propone tres cosas. Primero, estudiar cuáles son las medidas 
inmediatas a poner en práctica para evitar el cierre de las instituciones. Segundo, cómo evitar la pérdida de fuentes de trabajo y, 
para eso -hay que tener en cuenta que quedarían casi 82.000 personas sin cobertura mutual- analizar cómo absorber a esos 
usuarios, que por ley deben incorporarse, y, a su vez, también absorber a los trabajadores. De esta manera se eliminaría la posible 
pérdida de puestos de trabajo. El tercer elemento que proponemos es el estudio de las medidas que, luego de concretarse las 
anteriores -proponemos asociaciones entre ellas- fortalezcan esos procesos, previo al otorgamiento del préstamo del BID, teniendo 
en cuenta que hay pasivos inmanejables. 


Para ello, en este Capítulo en particular, se plantea la extensión -por iniciativa de Salud Pública- por un año de los $8 que aportan 
los afiliados a los fondos de reconversión. A su vez, se plantea que se aumente el pago de la cobertura de las prestaciones que 
contrata DISSE con las instituciones -que hoy están en un 75%- a un 80%. Este 5% de aumento significaría alrededor de U$S 


14:000.000 para el sector. No estamos pidiendo plata para más de lo mismo, sino para la necesaria transformación del sector, con 
respecto a lo que mencioné anteriormente. 


En cuanto al cierre o absorción de las instituciones, las que se encuentran en este proceso, han realizado algunos acuerdos. 
Tenemos así la fusión de IMPASA con GREMCA, que se concretó en la tarde de ayer y de CUDAM con Central Médica, que 
firmaron un compromiso anteayer. Hay un plazo de 15 días para que las instituciones presenten el proyecto, junto con las 
Consultoras del contrato que están trabajando en Salud Pública y para que el mismo sea aprobado y puedan seguir funcionando. 
Pensamos que para financiar estos proyectos debe haber préstamos - puente. De no producirse estos acuerdos, Salud Pública 
decretará el cierre de las instituciones. 


En el primer escenario de la absorción, estamos negociando que todos los trabajadores pasen a la institución que absorbe, junto 
con los socios y, con respecto al salario, se tome en cuenta el laudo de la institución que absorbe. La FUS tiene un laudo a nivel 
nacional, en materia salarial. Ese es el piso. Sin embargo, muchas instituciones están por encima de dicho piso, unas mucho y 
otras no tanto. Nuestra propuesta es que las instituciones pasen a valor laudo - FUS, es decir, al piso. Entendemos que deben 
pasar al laudo de la institución que contrata, para tener cierto grado de protección. Esto puede implicar tanto un aumento como una 
rebaja salarial, porque algunas de las instituciones que están cerrando están en el piso del laudo y si absorbieran trabajadores 
habría un aumento salarial directo. 


Otro elemento a tener en cuenta es qué pasaría con el cierre de las instituciones. Proponemos que la institución que absorbe 
trabajadores lo haga de acuerdo con una proporción. No podemos imponer que absorba por encima de sus propias posibilidades, 
generando el desfinanciamiento de la institución. 


Hay un tercer elemento en lo que tiene que ver con el tema salarial. Se nos dijo por parte del Poder Ejecutivo y de las instituciones 
que habría que discutir una adecuación de la masa salarial. La propuesta de la FUS es opuesta a esto, proponiendo topes 
salariales. Ahí vamos a los recursos del sector y cómo se manejan. Cuando hablamos de los números que ilustran la situación del 
sector, tenemos que decir -esto se desprende de las auditorías de Salud Pública- que el 3,5% del personal ocupado percibe casi el 
18 % del total de la masa salarial. Este es un grupo formado por cirujanos, anestesistas, administradores y gerentes. En este grupo 
-3% o 3,5%- existen 700 personas que perciben un promedio de $ 75.000 y los 10 principales sectores de salario están ubicados 
allí que van desde $ 290.000 a $ 460.000.Sin embargo, el salario promedio de los trabajadores de la salud privada está entre $ 
5.000 y $ 8.000. Consideramos que la medida de topear los salarios en forma transitoria, en dos canastas básicas familiares -al día 
de hoy algo así como $ 32.000- generaría un ahorro. Como ya he dicho, esta sería una situación transitoria y luego discutiríamos la 
adecuación de las retribuciones salariales. 


Consideramos que el hecho de plantearle a un sindicato de trabajadores no médicos -que perciben los salarios que hemos 
mencionado y que han hecho este esfuerzo durante todo este tiempo- una nueva rebaja salarial para estabilizar instituciones, no es 
razonable porque hay medidas establecidas en esta Comisión propuestas por nuestro gremio que hablan de la estabilización del 
sistema en general y de las instituciones en particular. 


Mañana, viernes 30 de marzo, se termina de definir el tema y la preocupación que tenemos es que las instituciones, o el propio 
Poder Ejecutivo, no acepten firmar un acuerdo global que mantenga el empleo si no hay un acuerdo de adecuación de la masa 
salarial, para no llamarlo de rebaja salarial, como efectivamente lo es. Estaríamos en una situación límite, tomando el plazo de 15 
días que dio el Poder Ejecutivo para algunas instituciones. 


Por lo tanto, nuestro planteo a esta Comisión tiene que ver con esta preocupación. Estamos ante una situación que podemos 
solucionar y que evitaría profundizar aún más la crisis social de empleo ya existente en este país, y evitaría llegar a una situación 
de convulsión social mayor, también impediría que prosperen medidas que generen graves problemas al mutualismo que desde 
hace tantos años estamos analizando. Debemos reconocer que por primera vez una Administración del Poder Ejecutivo, en este 
caso el Ministerio de Salud Pública, ha tomado el tema. Evidentemente, nadie nos lo regaló, nosotros lo hemos ganado con mucho 
esfuerzo pero la realidad es que esta Administración se ha ocupado del tema como ninguna. 


Vemos, entonces, que son muchos los esfuerzos para evitar que no cristalice la crisis por un tema que, cuando los señores 
Senadores estudien el documento verán que no se adecua al contexto general y a la crisis del mutualismo. En ese sentido, le 
solicitamos a los integrantes de la Comisión que puedan intervenir ante el posible entorpecimiento o fractura de la mesa de 
negociación, lo que nos pondría al borde de una crisis mayor y de un conflicto que, sin duda, nos superaría. Todos sabemos que 
ante la desesperación de la gente, es muy difícil establecer canales de diálogo. A esos efectos, nos comprometemos a informarles 
acerca de los resultados de la reunión que se realizará el día de mañana. 


SEÑORA ARISMENDI.- No voy a formular ninguna pregunta porque he seguido el tema muy de cerca. De hecho, antes de ayer, en 
la discusión de la transformación del impuesto del IVA al IMESI, el tema estuvo sobre la mesa. Creo que lo fundamental para 
nuestra Comisión, de acuerdo al informe que se nos brinda y a otras entrevistas que hemos tenido no sólo como Comisión de 
Asuntos Laborales sino integrada con la de Salud Pública, es entender que ante la situación de los trabajadores también está la de 
los afiliados a las mutualistas. Como ha sucedido en ocasión de otros cierres no ordenados ni planificados, generalmente queda 
una franja de afiliados que no puede ser atendida porque no es "lucrativa", si es que se puede utilizar este término, en materia de 
salud. Entiendo que, en ese sentido, podríamos intensificar los esfuerzos que, de alguna manera, esta Comisión ya ha hecho, para 
intentar que el camino sea de búsqueda de negociación. 


Me queda claro el planteo de la proporcionalidad, pero sería importante que se especifique mejor. Acá se habla de que por equis 
cantidad de socios que absorbe otra institución, se estaría tomando un trabajador o trabajadora. En ese sentido, se establece una 
relación entre la cantidad de afiliados que recibe una institución que absorbe a otra, por cada puesto de trabajo. Creo que en algún 
momento esa relación estaba en 50 a 1 6 40 a 1. Aquí se planteaba la preocupación por no descargar la crisis de una institución en 
otra, pero habría una relación entre el número de afiliados y la cantidad de trabajadores que absorbe. Me gustaría que el señor 
Bermúdez nos especifique el tema. 


SEÑOR BERMUDEZ.- Como lo ha dicho la señora Senadora, efectivamente existe una proporcionalidad establecida en el sector 
que es de 28 funcionarios cada 1.000 afiliados, de acuerdo al promedio general. Pero en el caso de las asociaciones de las 
instituciones, es el pasaje total de los funcionarios y en el caso de cierre es cuando se utiliza la proporcionalidad. Esta última se 


establece por categorías operativas, es decir, enfermeros, auxiliares de servicio, etcétera, de acuerdo al número del promedio de la 
categoría de cada institución, por el tema de no recargar a la otra. Por ejemplo, la institución A absorbe la B en función de tantos 
enfermeros y tantos auxiliares de servicio de la B, de acuerdo al promedio por categoría de la institución. Si una institución que 
absorbe, a su vez, tiene una venta de servicio superior al 15% -esto es real porque hay instituciones que basan todo su manejo en 
la venta de servicios- no está obligada a tomar el promedio de categorías de su institución sino el promedio general que, como ya lo 
he dicho, corresponde a 28 funcionarios cada 1.000 afiliados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor secretario de la FUS por la visita que nos ha hecho en la tarde de hoy. Luego la 
Comisión habrá de analizar el planteo que nos ha formulado en cuanto a la posibilidad de intervenir en caso de que fracase la 
negociación. 


En calidad de Presidente ad hoc de esta Comisión, puedo asegurar que tenemos la mejor buena voluntad de colaborar con la 
Federación Uruguaya de la Salud en la solución del conflicto. En ese sentido, tenemos la esperanza de no llegar al extremo del 
conflicto, pero si fracasara la negociación debemos decir que nuestra Comisión está a la orden para facilitar el ámbito de diálogo 
entre las partes. 


Muchas gracias. 


(Se retira de Sala el señor secretario de la Federación Uruguaya de la Salud) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


